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I. INTRODUCCIÓN

La independencia y coordinación de los poderes Legislativo, Ejecutivo y
Judicial, cuyas competencias se hallan delimitadas en la Constitución
Política del Estado (CPE), conforman la base del gobierno y constituyen
los principios que dan origen a los controles del Estado. En este ámbito
se ha desarrollado el control de la administración pública en Bolivia.

En la década de los noventa, se promulgó la Ley núm. 1178, llamada
de Administración y Control Gubernamentales,1 en la que se establecie-
ron entre otros, los sistemas de control interno y de control externo de la
administración pública. Consideramos que la denominación de “control
gubernamental” que se le asigna a esta ley no es la apropiada, por cuanto
su objeto se circunscribe al control de las actividades de la administra-
ción pública, como se verá más adelante, y no a los actos de gobiernos
de ninguno de los tres poderes del Estado.

El control externo de la administración lo realizan el Parlamento, el
Ministerio Público, el Defensor del Pueblo, las Superintendencias Secto-
riales y en forma primordial la Contraloría General de la República
(CGR). El control interno cuando es previo, es realizado por los funcio-
narios de la administración pública que ejecutan la actividad controlada
y cuando es posterior lo ejercen los responsables superiores y la Unidad
de Auditoría Interna.
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II. SISTEMA DE CONTROL GUBERNAMENTAL

La norma jurídica que regula los sistemas de control de los recursos
del Estado es la llamada Ley SAFCO. Esta ley, a su vez, regula los siste-
mas de administración y su relación con los sistemas nacionales de plani-
ficación e inversión pública.

Con la sistematización del control de la administración y la planifi-
cación, establecida por la mencionada ley se pretende lograr que las
gestiones realizadas con los recursos del Estado se tornen más efectivas,
a través de la interrelación de los sistemas de administración y control.
Pues, se encuentra comprobado que cuando las partes de un sistema es-
tán debidamente integradas con las de otros, el total opera en forma más
eficaz y eficiente que la simple suma de las mismas.2

Los sistemas de administración y control se aplican en todas las enti-
dades del sector público, sin excepción, entendiéndose por tales la Presi-
dencia y Vicepresidencia de la República, los ministerios del Poder Eje-
cutivo, las unidades administrativas de la Contraloría General de la
República y de las Cortes Electorales; el Banco Central de Bolivia, las
superintendencias de Bancos y de Seguros, las corporaciones de desarro-
llo y las entidades estatales de intermediación financiera; las fuerzas ar-
madas y la policía nacional; los gobiernos departamentales, las universi-
dades y las municipalidades; las instituciones, organismos y empresas de
los gobiernos nacional, departamental y local, y toda otra persona
jurídica en la que el Estado tenga la mayoría del patrimonio.

Los poderes Legislativo y Judicial también aplican a sus unidades ad-
ministrativas las disposiciones referentes a los sistemas de administra-
ción y de control, conforme a sus propios objetivos, planes y políticas,
en el marco de la independencia y coordinación de poderes.

Por otra parte toda persona, cualquiera sea su naturaleza jurídica, que
reciba recursos del Estado para su inversión o funcionamiento, se benefi-
cie de subsidios, subvenciones, ventajas o exenciones, o preste servicios
públicos no sujetos a la libre competencia, debe informar a la entidad pú-
blica competente sobre el destino, forma y resultados del manejo de los
recursos y privilegios públicos y presentar estados financieros debida-
mente auditados. En los casos en los que se le exija, también debe pre-
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sentar opinión calificada e independiente sobre la efectividad de algunos
o todos los sistemas de administración y control que utiliza.

El llamado “control gubernamental” tiene como objetivo:

a) Mejorar la eficiencia en la captación y uso de los recursos públicos.
b) Mejorar la eficiencia en las operaciones del Estado.
c) Mejorar la confiabilidad en la información que se genera.
d) Mejorar los procedimientos para que toda autoridad y ejecutivo

rinda cuenta oportuna de los resultados de su gestión.
e) Mejorar la capacidad administrativa para impedir o identificar y

comprobar el manejo inadecuado de los recursos del Estado.

Este sistema se aplica sobre el funcionamiento de los sistemas de
administración de los recursos públicos y está integrado por el sistema
de control interno, previo y posterior y por el sistema de control externo
que es siempre posterior.

1. Sistema de control interno

“El control interno tiene por finalidad verificar que todas las actuacio-
nes y actividades de la administración se realicen de acuerdo con las nor-
mas constitucionales y legales, dentro de las políticas trazadas y en aten-
ción a las metas previstas”.3

Este sistema de control interno, se encuentra plasmado en el plan de
organización de cada entidad y las técnicas de autorización, verificación
y evaluación, incorporadas en los procedimientos administrativos y ope-
rativos, que son implementados para alcanzar los objetivos generales del
Sistema.

El control interno fue implementado con el objetivo de:

– Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales.
– Resguardar que la utilización de los recursos del Estado perma-

nezca libre de vicios e irregularidades.
– Facilitar la obtención cierta y oportuna de la información operati-

va y financiera.
– Cuidar la eficiencia de sus operaciones y actividades.

EL CONTROL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN BOLIVIA 363

3 Penagos, Gustavo, Derecho administrativo. Parte especial, Bogotá, Ediciones Li-
brería del Profesional, 1995, p. 673.



– Alcanzar la consecución de los programas y presupuestos de la
entidad, en concordancia con las políticas, objetivos y metas pro-
puestas

Comprende, a su vez, el sistema de control interno previo y el sistema
de control interno posterior.

A. Sistema de control interno previo

El sistema de control interno, será practicado por todos los servidores

públicos, quienes deben aplicarlo antes de la ejecución de sus operacio-
nes y actividades o antes de que sus actos causen efectos.

Este sistema tiene por objetivo verificar el cumplimiento de las nor-
mas que los regulan y los hechos que los respaldan, así como también
calificar el mérito, oportunidad y conveniencia, en función a los fines y
programas de la entidad. Este control interno previo es también conocido
como “control invisible” y es practicado por los funcionarios en razón a
su participación en determinada actividad.

Está totalmente prohibido a los responsables de la Auditoría Interna y a
las personas ajenas a la unidad ejecutora de las operaciones, que ejerzan el
control previo de las mismas. De igual manera está prohibido que las en-
tidades públicas dispongan la creación de una unidad especial que asuma
la dirección del ejercicio de controles previos.

El legislador ha querido constreñir esta responsabilidad a los propios
funcionarios que realizan la gestión.

B. Sistema de control interno posterior

El sistema de control interno posterior, será practicado por:

a) Los responsables superiores de cada entidad, que lo ejercerán so-
bre los resultados obtenidos por las operaciones y actividades que
se ejecuten bajo su directa competencia. Este control es conocido
también como “control concurrente” y se ejerce inmediatamente
después de que sea concluida la operación o actividad, razón por
la cual está muy ligado al control interno previo.

b) La Unidad de Auditoría Interna (UAI), que depende de la máxima
autoridad ejecutiva de la entidad pública, sea colegiada o no. Es
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una unidad especializada, con facultades para realizar, en forma
separada, combinada o integral, las siguientes actividades:

– Evaluar el grado de cumplimiento y eficacia de los sistemas de
administración y de los instrumentos de control interno, lo que
incluye supervisar la aplicación de las normas, reglamentos,
procedimientos y manuales de auditoría interna.

– Determinar la confiabilidad de los registros y estados financie-
ros y la sujeción a las normas contables que rigen la materia.

– Analizar los resultados y la eficiencia de las operaciones, es de-
cir, el examen posterior de las actividades financieras y admi-
nistrativas, controlando el ajuste de las erogaciones a las nor-
mas en vigencia.

El mecanismo de la Auditoría Interna tiene predominantemente una
función preventiva. En Bolivia es ejecutada por una unidad independien-
te, dentro del seno de la entidad pública, que examina las actividades y
operaciones inmediatamente después de concluidas, a fin de detectar si la
normativa y procedimientos han sido implementados, si las metas traza-
das han sido alcanzadas y si los recursos del Estado fueron utilizados en
forma eficiente.

La Unidad de Auditoría Interna, no podrá participar en ninguna otra
operación ni actividad administrativa, pues lo que se busca es que esta
Unidad, al estar marginada de la actividad administrativa, opere con la
mayor imparcialidad y ecuanimidad en sus informes y evaluaciones.

Todos los informes que emita, serán remitidos simultáneamente a
la máxima autoridad colegiada si la hubiere, a la máxima autoridad
que ejerce tuición sobre la entidad auditada y a la Contraloría General
de la República (CGR). Es decir que el legislador previendo que la
UAI depende jerárquicamente de la máxima autoridad administrativa,
con esta disposición pretende evitar que el resultado de sus informes
pueda verse afectado por dicha dependencia. Sin embargo en la prácti-
ca, estos informes transgrediendo la norma, se remiten a la máxima au-
toridad ejecutiva, aún cuando ésta no sea colegiada.

Existe un vacío legal en cuanto a la frecuencia con la que se deben
efectuar los informes de la UAI, por lo que consideramos que los mis-
mos deben realizarse inmediatamente después de agotada la operación,
objeto del control.
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2. Sistema de control externo

La auditoría externa es un examen objetivo, independiente, imparcial,
sistemático y profesional de actividades financieras, administrativas y
operativas ya ejecutadas por las entidades públicas.

Se debe destacar, que el enfoque de esta auditoría es preponderante-

mente constructivo, es decir, no se realiza por el simple hecho de auditar,
ya que se visualiza para mejorar los sistemas administrativos y de control
interno de las entidades públicas, en procura de una mayor eficiencia y
efectividad de las actividades realizadas.

Asimismo, promueve la responsabilidad a la que es pasible todo servi-
dor público por los resultados emergentes en el desempeño de sus fun-
ciones y atribuciones inherentes a su cargo. Estas responsabilidades pue-
den ser: ejecutiva, administrativa, civil y penal.

El control externo se configura cuando lo ejerce la CGR como institu-
ción ajena a la entidad sujeta a control. Las actividades ya realizadas por
el ente público, podrán ser examinadas en cualquier momento, con la fi-
nalidad de:

a) Evaluar la eficacia de los sistemas de administración y control
interno.

b) Informar sobre la credibilidad de los registros contables y operati-
vos.

c) Dictaminar sobre la razonabilidad de los estados financieros.
d) Valorar la eficiencia y economía de los resultados obtenidos con

las operaciones ejecutadas.

A los fines del control externo, estas diligencias podrán practicarse
ya sea en forma separada, combinada o integral. Las recomendaciones
que surgen de las mismas, si son discutidas y aceptadas por la entidad
controlada, serán vinculantes. Lastimosamente, la CGR audita y/o eva-
lúa las actividades de las entidades públicas, dos años después de que
fueron concluidas, como consecuencia de la sobrecarga material de sus
actividades.

El control externo posterior lo ejerce la CGR a través de auditorías y
evaluaciones.
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A. Auditorías

“La auditoría gubernamental, es un mecanismo que se orienta a con-
tribuir al establecimiento de una organización adecuada y de los recursos
necesarios para cumplir los objetivos y metas”.4

La opinión técnica legal de la auditoría, puede ser dada a conocer a
través de:

– Informe de auditoría con recomendaciones. Emerge de la califica-
ción de los sistemas examinados, entre los cuales se incluye el de
control interno. Este informe denunciará las faltas e insuficiencias
que se encuentren, para que las mismas puedan subsanarse en bus-
ca del perfeccionamiento de los sistemas.

– Dictamen de auditoría. Es la opinión que emite el auditor con re-
lación a las cifras contenidas en los estados financieros o de ejecu-
ción presupuestaria puestos a su consideración.

– Informe preliminar de responsabilidades. Es la comunicación que
remite el auditor, al máximo ejecutivo y a las personas involucra-
das, informándoles sobre la existencia de indicios de presuntas
responsabilidades encontrados en los exámenes de auditoría. Estos
informes facultan a los involucrados para que puedan presentar
pruebas de descargo.

– Informe de seguimiento. Surge de la constatación que hace la
CGR del cumplimiento de sus recomendaciones y de los procesos
legales existentes.
a) En caso de que la CGR verifique el incumplimiento de sus ob-
servaciones, hace conocer los indicios de responsabilidad, que co-
rrespondan.
b) En el caso de los procesos legales o administrativos, analiza la
prosecución y pertinencia de las actuaciones en el marco de los
mismos, dándoles a conocer su opinión y recomendaciones a tra-
vés de los informes de seguimiento.

– Informe complementario de responsabilidades. Complementa el
informe preliminar de responsabilidades, dando a conocer la opi-
nión final de la CGR con relación a un determinado asunto, ya sea
ratificando o modificando el informe preliminar.
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– Dictamen de responsabilidades. Es la opinión técnica jurídica
emitida por el contralor general de la República determinando la
existencia o no de responsabilidades. Este dictamen junto con el
informe que lo originó y los documentos que lo sustentan, sirve
de prueba preconstituida para la acción judicial correspondiente.

B. Evaluaciones

Son mecanismos de valoración de los informes de auditorías y de los
papeles de trabajo que lo sustentan. Están dirigidas a verificar la confia-
bilidad de las opiniones y/o resultados, conclusiones y recomendaciones
emergentes de los informes elaborados. De evidenciarse alguna incohe-
rencia en ellos, la CGR toma medidas pertinentes a fin de subsanar
cualquier anomalía, y evitar que en el futuro se repitan.

Estas evaluaciones, puede practicarlas la CGR, sobre aquellas audito-
rías realizadas por firmas privadas, o profesionales independientes. En
estos casos se incluye como objeto de la revisión el instrumento contrac-
tual y la propuesta de servicio.

En el caso de que la CGR evalúe las auditorías realizadas por unida-
des de auditoría interna del sector público, deberá incluir en sus evalua-
ciones los informes de seguimiento a las observaciones efectuadas por
dichas unidades.

Durante el proceso de evaluación, se verifica la existencia de las si-
guientes cualidades:

– Independencia en la evaluación.
– Capacidad técnica y calidad profesional en quienes la ejecutan.
– Existencia de documentación sustentatoria suficiente.
– Observancia y sujeción a las normas de auditoría y control.

Corresponde resaltar que las evaluaciones realizadas por la Entidad
Superior de Auditoría del Estado, no sustituyen la responsabilidad de
quienes efectuaron la auditoría en primera instancia.

La CGR también evaluará a las unidades de auditoría interna, en cuan-
to a la competencia y objetividad con la que desempeñan sus funciones,
así como a los “programas operativos anuales” (POA) de las mismas, a
través de un análisis técnico que determine el alcance del control interno
posterior.
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3. Relación con los sistemas nacionales de planificación

e inversión pública

Tanto los sistemas de control interno (previo y posterior) como el
externo, tienen como objetivo conseguir la eficiencia de los Sistemas de
Administración, y periódicamente, valorarán las consecuencias de la ges-
tión, considerando las políticas gubernamentales sustentadas por los sis-
temas nacionales de Planificación e Inversión Pública.

Los órganos rectores de los sistemas nacionales de planificación e
inversión pública son el Ministerio de Desarrollo Sostenible y el Minis-
terio de Hacienda, respectivamente, que velarán por la integración de
las normas y procedimientos de dichos sistemas con los de administra-
ción y control. Además tendrán entre otras, las siguientes funciones y
responsabilidades:

a) Establecer los lineamientos para la formulación de programas de
operación y presupuestos de las entidades públicas, teniendo en
cuenta las políticas económica y social, trazadas por los dos gran-
des sistemas de planificación e inversión pública.

b) Compatibilizar los objetivos y planes estratégicos de las entidades
públicas con los nacionales, a fin de evitar incoherencias en su
implementación.

c) Negociar en nombre del Estado y en sujeción a las prescripciones
legales, la obtención de todo financiamiento externo y procesar el
compromiso que éste asume, en la concertación de los mismos.

d) Programar anualmente el plan de inversiones públicas financiado,
evaluando su ejecución y manteniéndolo actualizado con base en la
información generada por los sistemas de administración y control.

4. Otros controles externos

A. Comisiones del Parlamento

Entre las atribuciones de cada cámara, está la de “realizar las investiga-
ciones que fueren necesarias para su función constitucional, pudiendo for-
mar comisiones entre sus miembros para el cumplimiento de esta tarea”.5
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Las comisiones de ambas Cámaras del Congreso también podrán ejer-
cer, la facultad de fiscalización sobre las entidades autónomas, autárqui-
cas, semiautárquicas y sociedades de economía mixta.6

Durante el receso de las Cámaras, la comisión del Congreso,7 podrá
“ejercer funciones de investigación y supervigilancia general de la admi-
nistración pública, dirigiendo al Poder Ejecutivo las representaciones
que considere pertinentes”.8

B. Ministerio Público

El Ministerio Público tiene por finalidad promover la acción de la
justicia, defender la legalidad, los intereses del Estado y la sociedad,
conforme a lo establecido en la Constitución y las leyes de la Repúbli-
ca, y también tiene a su cargo la dirección de las diligencias de policía
judicial.

El Poder Legislativo a través de sus comisiones ejercerá las funciones
del Ministerio Público:9

a) En los juicios de responsabilidades contra los altos dignatarios del
Estado, y

b) En las investigaciones que realiza sobre denuncias por delitos co-
metidos por autoridades que gocen de caso de corte.

C. Defensor del Pueblo

El Defensor del Pueblo, instituido constitucionalmente en la reforma
de 1994, entre sus atribuciones cuenta con la de velar por la vigencia y el
cumplimiento de los derechos y garantías de las personas en relación a

la actividad administrativa de todo el sector público.10 Es decir ante los
hechos, actos u omisiones de la administración.
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Es un órgano independiente, no recibe instrucciones de ninguno de los
poderes públicos, pero presupuestariamente se encuentra dentro del Po-
der Legislativo que contempla una partida para su funcionamiento.

D. Superintendecias sectoriales

El sistema de regulación sectorial11 que fue creado como parte del Po-
der Ejecutivo, está bajo tuición del Ministerio de Servicios y Obras Pú-
blicas,12 y tiene como objetivo, entre otros, controlar y supervisar las ac-
tividades y operaciones que se ejecuten dentro de los sectores sometidos
a regulación, como son hidrocarburos, telecomunicaciones, electricidad,
transporte, aguas, etcétera, de conformidad a las disposiciones legales
sectoriales. De la misma manera actúan el sistema de regulación finan-
ciera, bajo la tuición del Ministerio de Hacienda, sobre los bancos, enti-
dades financieras, seguros, etcétera y el sistema de regulación de recur-
sos renovables, bajo tuición del Ministerio de Desarrollo Sostenible,
sobre las entidades forestales y medioambientales.

III. CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

1. Antecedentes

Haciendo un poco de historia, en 1883 se creó en Bolivia, el Tribunal
Nacional de Cuentas con la finalidad de controlar los fondos públicos.
Organismo que estaba conformado por cinco jueces designados por la Cá-
mara de Diputados, con la obligación de presentar un informe anual al Po-
der Legislativo, debiendo responder por sus actos ante la Corte Suprema
de Justicia. Este Tribunal concluyó sus funciones el 5 de mayo de 1928.

Ese mismo año se creó mediante ley la Contraloría General de la Re-
pública (CGR), como consecuencia del informe denominado “La reor-
ganización de la contabilidad e intervención fiscal del gobierno y la
creación de una oficina de contabilidad y control fiscal”, que fuera pre-
sentado por la misión Kemmerer, contratada por el gobierno de Bolivia
para analizar y evaluar las estructuras institucionales de administración
y control gubernamental.
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Esta institución inició sus actividades en enero de 1929. Las normas
referentes a la CGR, entre otras, fueron sometidas a la consideración del
pueblo en el referéndum realizado el 11 de enero de 1931, como meca-
nismo de una democracia participativa, habiendo sido incorporadas a la
Constitución Política del Estado en febrero de dicho año.

Esta nueva institución tenía un carácter más bien preventivo y su fun-
ción no estaba limitada a revisar y corregir las erogaciones fiscales, co-
mo sucedía anteriormente con el Tribunal Nacional de Cuentas de 1883.

En 1968, se dispuso la transferencia de la responsabilidad de la Conta-
bilidad Nacional al Ministerio de Hacienda, dejando a la CGR avocada
exclusivamente al control de la administración pública. En este sentido
se le asignaron las funciones de ejercer la auditoría posterior y el control
jurídico legal de las entidades públicas.

Fue el D.S. 13737, del 9 de julio de 1976, el punto de inflexión por el
que transfiere el control previo de la CGR, al Ministerio de Finanzas.
Aunque con la promulgación de la llamada Ley Orgánica de la Contralo-
ría de la República del 29 de septiembre de 1977,13 el ejercicio del con-
trol previo, es retomado por la CGR.

Posteriormente, se fueron sucediendo una serie de correcciones, en-
miendas y modificaciones a la normativa del control administrativo, pero
es la Ley 1178, llamada de Administración y Control Gubernamentales,
del 20 de julio de 1990, conocida como Ley SAFCO, la que opera un
cambio sustancial de las funciones y atribuciones de la CGR y del con-
cepto de control fiscal. Introduce un enfoque sistémico en la administra-
ción de los recursos públicos, impone un moderno sistema de control y
establece el régimen de la responsabilidad por la función pública.

Otro cambio fundamental emergente de esta ley, fue el traspaso de las
funciones de control previo atribuidas a la Contraloría General de la Repú-
blica para que sean ejercidas por los mismos servidores públicos de cada
entidad. Desde aquel entonces a la fecha se sigue manteniendo este sistema.

2. Naturaleza jurídica

La CGR, autoridad superior de auditoría del Estado, ejerce el control
externo posterior, con autonomía de gestión tanto operativa, técnica y
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administrativa. Es una persona jurídica de derecho público, creada con
rango constitucional. Está dentro del Poder Ejecutivo y si bien la Consti-
tución Política del Estado establece que depende directamente del presi-
dente de la República, consideramos que esto no debe interpretarse como
una sumisión a dicha autoridad.

En tal sentido, el legislador buscando asegurar su independencia res-
pecto a otros órganos del Estado, ha establecido que el presupuesto de
esta institución sea elaborado por la propia CGR, e incorporado sin mo-
dificación alguna por el Ministerio de Hacienda, al proyecto del Presu-
puesto General de la Nación elevado ante el Congreso Nacional.

La máxima autoridad de la CGR es el contralor general de la Repúbli-
ca, designado por el presidente de la Nación, de las ternas propuestas por
el Senado nacional luego de su aprobación por dos tercios de votos del
total de sus miembros.14 Su mandato es por diez años y goza de la misma
inamovilidad de los ministros de la Corte Suprema de Justicia.

El cometido de la CGR es el fortalecimiento del control de la adminis-
tración pública, en procura de asegurar:

– Las políticas gubernamentales,
– La consecución de los objetivos del Estado, y
– La credibilidad y transparencia de la rendición de cuentas en el

uso de los recursos públicos.

Objetivos estratégicos

a) Afianzar el control interno en procura de una mayor eficiencia en
el campo de sus operaciones, que le facilite la prevención e identi-
ficación de anormalidades en el sector público y la rendición de
cuentas del uso de los recursos asignados a cada entidad.

b) Fortificar el sistema de control externo posterior, en pro de mayor
eficiencia de sus operaciones, permitiendo identificar y compro-
bar irregularidades y dar credibilidad a la rendición de cuentas del
control interno.

c) Promover la responsabilidad de los servidores públicos.

La CGR ejerce el control integral de toda la administración pública.
El mismo abarca el aspecto patrimonial, económico, financiero y operati-
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vo de toda actividad de las entidades públicas, como de las autónomas,
autárquicas y sociedades de economía mixta, así también de las entida-
des privadas que reciben recursos del Estado, o que presten servicios pú-
blicos no sujetos a la libre competencia.

Para precautelar una imagen aséptica, ningún funcionario de la CGR
formará parte de los directorios de las entidades autárquicas cuyo control
esté a su cargo, ni percibirá emolumento por dichas actividades.15 Consi-
deramos que esta prohibición debe extenderse a toda la administración
centralizada y descentralizada del país, así como a toda entidad que reci-
ba recursos del Estado, o reciba beneficios de cualquier naturaleza, o
bien preste servicios públicos no sujetos a la libre competencia. Así se
salvarían las dudas que puedan surgir en cuanto a la independencia de
los funcionarios que ejercen el control, y se evitarían que posibles pre-
siones o influencias puedan ser ejercidas sobre ellos. Realidad muy co-
mún en nuestro medio.

3. Funciones y atribuciones

La CGR como entidad fiscalizadora superior, más allá de ser el órga-
no rector del sistema de control, el cual está implementado bajo su direc-
ción y supervisión, es por antonomasia la encargada de ejercer el control
externo, como anteriormente se ha manifestado.

Es importante manifestar que esta institución tiene facultades normati-
vas como las de emitir las reglas básicas de control interno y externo.
Así también, la de ejercer la supervigilancia normativa de los sistemas
contables del sector público a cargo de la Contaduría General del Estado,
del Ministerio de Hacienda.

Por otro lado, es la encargada de evaluar la eficacia de los sistemas de
control interno. En igual forma promueve el establecimiento de los siste-
mas de contabilidad y control interno y conduce los programas de capa-
citación y especialización de los servidores públicos.

A los efectos del ejercicio del control externo posterior, la CGR tiene,
entre otras, las facultades o funciones administrativas, de fiscalización,
jurisdiccionales, legislativas y sancionatorias.

JOSÉ MARIO SERRATE PAZ374

15 Constitución Política del Estado, artículo 155.



A. Funciones de fiscalización

Es imprescindible que todo informe elaborado por la Auditoría Inter-
na o Externa, sea remitido en forma inmediata a la CGR, acompañado
de la documentación respaldatoria. La CGR conocerá los programas,
las labores y papeles de trabajo de las auditorías que realicen las Unida-
des de Auditoría Interna y los profesionales independientes contratados
a tal fin, sin eximir por este control la responsabilidad de quienes la
ejecutaron.

La CGR tendrá acceso permanente a los registros y actuaciones reali-
zadas, ex post, por las entidades sujetas al control.

B. Funciones administrativas

Dentro de las funciones administrativas están las de a) conducir pro-
gramas de capacitación y especialización para los servidores públicos en
los sistemas de administración y control; b) coordinar y dar seguimiento
al ejercicio del control externo posterior, cuya gestión corresponde a las
entidades tutoras y entidades públicas; y c) contratar servicios de firmas
o profesionales que reúnan los requisitos de ley u ordenar la contratación
de los mismos, a las entidades públicas cuando requieran asesoría o
auditoría.

C. Funciones jurisdiccionales

Cuando se evidencie la existencia de responsabilidad ejecutiva, a) en
caso de que la autoridad no rinda las cuentas de los objetivos, la forma y
resultado de la aplicación de los recursos públicos que le fueron confia-
dos; b) cuando en la gestión no se logren resultados mínimos de eficacia,
eficiencia y economía; o c) cuando no implemente los reglamentos para
el control interno; el contralor general de la República es la única autori-
dad dentro del territorio nacional, facultada para dictaminarla.

D. Funciones legislativas

La CGR, es la institución encargada de emitir la normativa básica
para implementar los sistemas de control interno y externo. Así tam-
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bién, tiene a su cargo establecer los plazos y condiciones para elaborar
las normas secundarias o especializadas y la implantación progresiva
de los sistemas a su cargo.

E. Funciones sancionatorias

No menos importantes, son las funciones sancionatorias. Entre estas
están la de ordenar el congelamiento de las cuentas corrientes de la enti-
dad auditada y la suspensión de entregas de fondos por los Tesoros del
Estado o por cualquier organismo financiador, en caso de incumplimien-
to de los plazos y condiciones.

En caso de incumplimiento de las disposiciones legales por parte del
servidor público, el contralor general de la República de oficio o a peti-
ción fundamentada de los órganos rectores o de las autoridades que
ejercen tuición, podrá recomendar al máximo ejecutivo de la entidad,
imponga la sanción que corresponda.

En caso de responsabilidad ejecutiva, determinada por el contralor
general de la República, éste podrá recomendar a la máxima dirección
colegiada, siempre que no estuviere involucrada en las deficiencias ob-
servadas, la suspensión o destitución del principal ejecutivo y, si fuere
el caso, de la dirección colegiada, sin perjuicio de la responsabilidad ci-

vil o penal a que hubiere lugar, informando a las respectivas comisiones
del Congreso Nacional.

4. Otras funciones de la CGR

A. Declaración jurada de bienes y rentas

La CGR dirige el sistema de declaración de bienes y rentas de los
funcionarios públicos, siendo la encargada de recepcionar esta declara-
ción jurada prescripta en la CPE y en el Estatuto del Funcionario Públi-
co,16 cuya finalidad es promover la transparencia y la probidad de la
función pública. Esta obligación está reglamentada por el D.S. 26257
del 20 de Julio de 2001, que establece que su incumplimiento ocasiona
responsabilidades administrativas y penales a los infractores.
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B. Certificación de insolvencia fiscal

La CGR es la encargada de emitir los certificados de información que
evidencian requerimientos de pago, dictámenes y acciones judiciales de
aquellas personas que tienen asuntos pendientes con el Estado. La base
de datos se actualiza con la información que regularmente, remiten las
entidades públicas a la CGR, para fines de registro.

IV. CONSIDERACIONES FINALES AL SISTEMA

DE CONTROL GUBERNAMENTAL

Como se manifestó anteriormente, el hecho de que el contralor gene-
ral de la República de Bolivia, dependa directamente del presidente de la
República pone en duda la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.
Duda que se acentúa cuando es este último, quien lo designa de la terna
presentada por el Senado nacional.

Más grave aún es que en la propia Ley de Administración y Control
Gubernamentales, en el capítulo relacionado al funcionamiento de la
CGR, se establezca que ésta “…coordinará con el Poder Ejecutivo la eli-
minación o transferencia de cualquier otra competencia o actividad que
haya venido ejerciendo”. Consideramos que la eliminación o transferen-
cia de competencias y actividades establecidas por la propia ley, no pue-
de quedar a merced de la “coordinación” entre la CGR y el Poder Ejecu-
tivo, pues ello afectaría el principio republicano de la separación de
poderes establecida por nuestra carta magna.

La institucionalidad de la CGR se ve debilitada cuando el reglamento
para el ejercicio de sus atribuciones,17 dictado por el propio Poder Ejecu-
tivo, le impone la obligación de rendir cuentas de la labor realizada ante
presidente de la República, con copia al Congreso Nacional, cuando, por
la naturaleza de las funciones de la CGR, la prelación debería ser a la
inversa.

En el mismo reglamento, también se impone a la CGR la obligación
de informar al Poder Ejecutivo cuando el contralor general de la Repú-
blica deba ausentarse del país, actividad que debería ser comunicada
formalmente al Congreso de la nación para evitar la injerencia del Eje-
cutivo nacional.
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En cuanto a la obligación que tiene el contralor de informar sobre el
dictamen de responsabilidad ejecutiva al presidente de la República, en
primer término, apreciamos que debería elevarse este informe, primero a
las comisiones respectivas del Congreso nacional y luego al presidente
de la República, pues se sobreentiende que este órgano ya ha sido infor-
mado a través de los mecanismos de la tuición administrativa, por el
ministerio respectivo.

La normativa señala que la CGR deberá elaborar su presupuesto y re-
mitirlo al Ministerio de Hacienda, para que lo incorpore sin modificación
alguna al Proyecto de Presupuesto a elevarse al Congreso de la nación.
En la práctica esta manda legal no se cumple a cabalidad, ya que es el
propio Ministerio de Hacienda quien recorta el presupuesto para elevarlo
al Congreso de la nación, donde se vuelve a recortar dejando a la CGR
disminuida para el cumplimiento de su cometido.

Es innegable que la injerencia del Poder Ejecutivo en la CGR, mella
su autonomía funcional. Los criterios antes expuestos se obviarían, si el
contralor general de la República, al frente de la Entidad Superior Audi-
tora del Estado, fuera designado directamente por el Congreso Nacional.
De esta forma la CGR no tendría más vínculo con el Ejecutivo que los
propios del control, obteniendo la autonomía administrativa y financie-
ra que es indispensable para el ejercicio óptimo del control de la admi-
nistración pública.

En cuanto a las Unidades de Auditoría Interna, pensamos que la de-
pendencia presupuestaria y burocrática de la máxima autoridad ejecutiva
de la entidad a la que pertenecen, constituye un impedimento para el
ejercicio de sus funciones con la debida autonomía y ecuanimidad. Si-
tuación que se evidencia cuando sus personeros, en la mayoría de los ca-
sos, se prodigan en asesores de la entidad controlada, lo que implica una
total distorsión de las atribuciones específicamente encomendadas.

En nuestro medio, algunas voces manifiestan que la CGR también de-
bería tener a su cargo el ejercicio del control externo previo porque evi-
taría la concretización de perjuicios al Estado, ya que el control posterior
que ejerce en la práctica, resulta tardío y su gestión no tiene la eficacia
debida. Por otro lado, hay quienes sostienen que esta atribución multipli-
caría el trabajo de la CGR y los resultados a obtenerse no serían
relevantes.

Existe una mayor tendencia para que la CGR en vez de depender del Po-
der Ejecutivo que ejerce preponderantemente la administración del Esta-
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do pase a depender del Poder Legislativo, que es el órgano controlador
por excelencia. Este cambio es con el fin de que la CGR deje de formar
parte del órgano que constituye su principal objeto de control.

En el mismo orden de ideas, los cargos que conforman las Unidades de
Auditoría Interna deberían estar institucionalizados de conformidad con el
Estatuto del Funcionario Público, debiendo ser funcionarios de carrera y
siendo la CGR quien se encargue del nombramiento, suspensión, promo-
ción y destitución de dicho personal. Con esta modificación las UAI se
desligarían completamente de la parte operativa de las entidades públicas.

También se debe considerar que el presupuesto de la CGR es cada vez
menor, pues no cuenta con los recursos humanos necesarios para ejercer
el control sobre el aparato burocrático de la nación que crece de manera
inversamente proporcional, y por si fuera poco tiene que sobrellevar en
la práctica la injerencia del Poder Ejecutivo.

Frente a esta incapacidad material de la CGR de llegar con el control a
toda la administración pública, entre ellos a los entes autónomos, (muni-
cipalidades), como ya manifestáramos en una obra de nuestra autoría,18

vemos por conveniente crear en cada uno de los gobiernos municipales
la institución de la Contraloría General Municipal, con las mismas atri-
buciones y responsabilidades en el área de su competencia, que la CGR
tiene en toda la nación. Esta Contraloría General Municipal debería ser
designada directamente por el Concejo Municipal, como órgano delibe-
rante, a los efectos de que guarde total autonomía administrativa, técnica
y de gestión con el Ejecutivo municipal.

Con esta breve exposición hemos querido brindar una síntesis de có-
mo se encuentra regulado el control administrativo en Bolivia. Esta nor-
mativa no difiere en alto grado de las legislaciones de otros países, por lo
que consideramos que con pequeños ajustes, contaríamos con un ordena-
miento jurídico mejorado. La deficiencia en Bolivia estriba en que existe
una brecha considerable entre la normativa y la realidad de su aplicación,
por lo que el control y la fiscalización todavía no constituyen el conjunto
de garantías, de legitimidad y de oportunidad, esperado. Es por ello que
acortar esta diferencia, constituye un compromiso de prioridad nacional.
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